
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia:

Lo que comunico a W. EE.
Dios guárde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de 1983.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General 
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32137 ORDEN 111/04080/1983, de 3 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 13 de 
julio de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por doña Balbina Adelantado 
Martínez, viuda de don José Gimeno Barrachina, 
Sargento de Sanidad Militar.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Su­
premo, entre partes, de una, como demandante, doña Balbina 
Adelantado Martínez, quien postula por sí misma, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar sobre haber pasivo de retiro, 
se ha dictado sentencia con fecha 13 de julio de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por el Le­
trado señor Gayoso Díaz, en nombre de doña Balbina Adelan­
tado Martínez, contra acuerdos del Consejo Supremo de Jus­
ticia Militar sobre haber pasivo de retiro dimanante del De­
creto-ley 6/1978, debemos anular y anulamos los referidos acuer- 
do$, como disconformes a derecho y en su lugar declaramos 
el derecho del marido de la recurrente a que se le efectúe nuevo 
señalamiento de pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100 
sobre la base correspondiente, con especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legis­
lativa", pasándose al efecto las copias necesarias, definitiva­
mente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre dé 1956, y en uso.de las facultades que me confiere 
el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.

Madrid, 3 de noviembre de 1983.—P. D., el Secretario general 
para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

32138 ORDEN 111/04081/1983, de 3 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 22 de 
junio de 1983, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Juan Durán Escribá, 
ex Auxiliar 2.º de Aeronáutica Naval.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Su­
premo, entre partes, de una, como demandante, don Juan Du­
rán Escribá, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar de 18 de abril de 1980 y 3 
de marzo de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 22 de junio 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad pro­
puesta por el defensor de la Administración al contestar a la 
demanda, y aceptando el allanamiento de la pretensión prin­
cipal del recurrente, estimamos el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Juan Durán Escribá, en su propio 
nombre y derecho, contra las resoluciones de la Sala de Go­
bierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 18 de abril 
de 1980 y 3 de marzo de 1882, las que anulamos en cuanto 
fijan la pensión de retiro del recurrente en cuantía Inferior al 
90 por 100 del haber regulador, debiendo dictar nuevo acuerdo 
señalándose en ese porcentaje, y confirmando las demás deci­
siones de las resoluciones impugnadas; 6in imposición de las 
costas causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá testi­
monio al rollo de la Sala, definitivamente juzgando, lo pro­
nunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, v en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.º de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

32139 ORDEN 111/04082/1983, de 3 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 23 de 
septiembre de 1983, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Manuel Soto Je­
rez, Sargento de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Manuel Soto Je­
rez, quien postula por si mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar, de 5 de diciembre de 1979 y 9 de junio 
de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 23 de septiembre 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por don Manuel Soto Jerez, contra las resoluciones de la 
Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 
5 de diciembre de 1979 v 9 de junio de 1982, las qué anulamos 
en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en cuantía 
inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo en ese 
porcentaje y manteniendo los demás pronunciamientos de las 
resoluciones impugnadas. Sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

32140 ORDEN 111/04083/1983, de 3 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 6 de 
julio de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Catalino Ruiz Jiménez, 
ex Carabinero.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante don Catalino 
Ruiz Jiménez, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resolución del Minis­
terio de Defensa de 23 de septiembre de 1680, se ha dictado 
sentencia con fecha 8 de julio de 1683, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

•Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Catalino Ruiz Jiménez, en su propio 
nombre y derecho, contra resolución del Ministerio de Defensa 
de 23 de septiembre de 1980, dictada en el expediente adminis­
trativo a que se refieren estas actuaciones; resolución que 
declaramos conforme a derecho y no hacemos expresa imposi­
ción de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3." de la Orden del Ministerio de Defensa núme-


